
LA FUTURA LEY DE CALIDAD Y SOSTENIBILIDAD DEL MEDIO URBANO

La Ley de Economía Sostenible (LES) dedica, en su Título III, un íntegro Capítulo IV 
(artículos 107 a 111), a la rehabilitación y la vivienda, en el seno de las políticas para la 
consecución de un medio urbano más sostenible. La tramitación parlamentaria de esta Ley 
está en fase muy avanzada.

La futura Ley de Calidad y Sostenibilidad del Medio Urbano tendrá por objeto reforzar los 
contenidos de la Ley de Economía Sostenible, con previsiones normativas complementarias 
dirigidas a:

• Favorecer e impulsar el desarrollo urbano sostenible, en especial  mediante la viabilidad 
y eficacia de las actuaciones de rehabilitación de edificios y de regeneración urbana, la 
supresión de las trabas que las dificultan, y la promoción de la eficiencia energética y la 
accesibilidad universal, desde la perspectiva de las competencias estatales y 

• Regular las condiciones básicas que garanticen la igualdad en todo el territorio 
estatal, de los derechos y deberes constitucionales relacionados con la calidad y 
sostenibilidad del medio urbano, teniendo en cuenta la competencia estatal reconocida 
en el artículo 149.1,1ª de la Constitución.

Para entender la necesidad de esta nueva norma hay que tener en cuenta los siguientes 
datos:

• el 40% del consumo total de energía en el ámbito de la UE corresponde a los 
edificios, y para alcanzar el objetivo de la Estrategia Europa 2020 de reducir para ese 
año el consumo energético en un 20% -o en un 30% si se dan las condiciones para 
ello-, debe atenderse especialmente al considerable potencial de ahorro de la 
edificación y, en especial, del parque de edificios existente. 

• el peso de la rehabilitación en España está quince puntos por detrás de la media 
europea, siendo así que, entre los objetivos para el año 2020 de la Estrategia de 
Economía Sostenible, figura alcanzar una actividad del sector destinado a la 
rehabilitación próxima al 35%. Para ello, es preciso potenciar el acceso a la 
financiación para la rehabilitación, de todos los ciudadanos interesados,  de 
manera más eficaz y simple. 

• la producción normativa española específicamente relacionada con el desarrollo 
sostenible en el medio urbano es escasa, cuando no inexistente. Sin embargo, 
éste presenta unas carencias que van, desde sus aspectos más puramente 
urbanísticos, a los ambientales, económicos y sociales. 

• La inseguridad jurídica que provoca nuestro vigente ordenamiento jurídico en 
determinados ámbitos debe ser objeto de corrección, máxime si ésta incide de 
manera negativa en la economía, a través de la inversión. 



 De acuerdo con todos los elementos expresados, la futura Ley propone, de manera 
específica, los siguientes objetivos:

1º.-  Fijar los criterios básicos de calidad y sostenibilidad del medio urbano que constituyen 
el marco mínimo en el cual las Comunidades Autónomas podrán desarrollar los suyos 
propios. 

La futura Ley establecerá unos criterios básicos mínimos a definir por los poderes públicos, 
que las CCAA y los municipios pueden ampliar de acuerdo con sus realidades locales. 

Los criterios se establecerán para conjuntos homogéneos, serán públicos y se incorporarán 
al Sistema de Información que se define en el articulo 109 de la  LES.

Criterios, por ejemplo, de sostenibilidad territorial y global, como minimizar la huella 
ecológica y hacer un uso racional de la energía y los recursos naturales, reducir los residuos 
y todas las formas de contaminación; 

También, entre otros, criterios de proximidad, accesibilidad y movilidad sostenible, como la 
coordinación entre la ordenación territorial y el planeamiento urbanístico con la planificación 
de las infraestructuras y los servicios del transporte, la movilidad saludable, mediante modos 
no motorizados.

Además, la norma permitirá realizar y obtener, de manera voluntaria, certificaciones de 
calidad y sostenibilidad de nuevos desarrollos urbanos, o de actuaciones sobre suelos 
urbanos ya transformados, así como crear sistemas de auditoría al respecto.

 En esta línea, se creará en el Ministerio de Fomento un registro estatal de dichos sistemas 
de auditoría, acreditación o certificación de la calidad y sostenibilidad del medio urbano, que 
podrá suponer un interesante aliciente –en cuanto a publicidad de dicha calidad- para 
poderes públicos, colegios profesionales, ciudadanos y demás organismos e instituciones 
privadas, nacionales e internacionales.

2º.- Regular las condiciones básicas que garantizan el desarrollo urbano sostenible y 
establecer las condiciones de igualdad en los derechos y deberes constitucionales 
relacionados con el medio urbano, tal y como demanda el artículo segundo de la Ley de 
Suelo, con carácter de uniformidad para todo el territorio estatal y, en particular, en relación 
con la calidad y sostenibilidad del medio urbano. 

Así, por ejemplo, reconocerá  los derechos y deberes específicos de la propiedad de 
terrenos, instalaciones, construcciones y edificaciones de uso particular incluidas en el 
medio urbano. Se comprenden entre ellos, además de todos los ya establecidos en la Ley 
de Suelo, los de participar en la ejecución de actuaciones de rehabilitación edificatoria o de 
regeneración urbana, en un régimen de justa distribución de beneficios (incluyendo las 
ayudas públicas), y de cargas.



3º.- Definir, más allá del interés conceptual que pudiera tener, lo que se entiende por 
actuaciones de regeneración urbana. 

4º.- Regular las actuaciones de rehabilitación edificatoria y de regeneración urbana, 
identificando los sujetos legitimados para participar en ellas y ofreciendo nuevos 
instrumentos que facilitan la gestión y la cooperación interadministrativa tan necesaria en 
estos casos. 

Entre dichos sujetos, la futura Ley mencionará específicamente, además de las 
Administraciones públicas, las comunidades y agrupaciones –forzosas y voluntarias- de 
propietarios, las cooperativas constituidas al efecto, los propietarios de terrenos, 
construcciones, edificaciones, fincas urbanas y los titulares de derechos reales o de 
aprovechamiento, las empresas, entidades o sociedades que intervengan a cualquier titulo 
en dichas operaciones, y las asociaciones administrativas que se constituyan por ellos. 

5º.- Determinar una regulación básica estatal de la inspección técnica de edificios, que 
alcanzará, como mínimo, a todos los edificios destinados predominantemente a uso 
residencial que tengan más de 40 años de antigüedad, contados a partir de la terminación 
de su construcción o de su rehabilitación completa. Tendrá una periodicidad mínima no 
superior a 15 años.

Además,  se le habilita para que incluya la certificación de la eficiencia energética de las 
viviendas, tal y como exige para las viviendas nuevas que se pongan en venta o en alquiler, 
la Ley de Economía Sostenible, una vez que se establezca su regulación. 

No obstante, se prevé demorar la exigencia de la ITE hasta seis meses después de la 
entrada en vigor de esta Ley

6º.- Establecer fórmulas convenidas para la financiación y gestión de las actuaciones de 
rehabilitación de edificios y de regeneración urbana, entre las Administraciones públicas 
actuantes, los agentes responsables de la gestión y ejecución de actuaciones de 
rehabilitación edificatoria y de regeneración urbana, y demás sujetos ya mencionados. 

En este marco, se perfeccionará la regulación vigente en materia de anotación preventiva 
de crédito refaccionario, con el objeto de facilitar la financiación en el ámbito de la 
rehabilitación y regeneración urbanas. De este modo, se dota a dicha garantía de una 
calidad sustantiva y procesal semejante a la de una hipoteca, y los préstamos y créditos 
garantizados por la misma podrán gozar de unos tipos de interés y de una duración similares 
a los de los créditos y préstamos garantizados por la hipoteca inmobiliaria.

7º.- Fijar reglas de cooperación interadministrativa. 

Se trata de hacer efectivo el principio de que para beneficiarse de la cooperación 
administrativa, técnica y económica de la Administración General del Estado, y tener 
prioridad en las ayudas estatales vigentes, se cumplan determinados criterios prefijados por 
ésta de antemano



8º.- Reforzar las garantías registrales en las operaciones de rehabilitación y 
regeneración.

Esta medida requiere reformar necesariamente algunos textos legales vigentes, como el 
Código Civil, la Ley Hipotecaria, la Ley Concursal o la Ley de Suelo.

 Con estas reformas se ampliará la seguridad jurídica en importantes ámbitos, como ocurre 
con el llamado contrato de aportación o de permutas y cesiones de suelo por edificación 
futura, que será inscribible en el Registro de la Propiedad; o la anotación preventiva del 
crédito refaccionario, ya mencionada en el párrafo sexto. 

9º.- Introducir medidas para garantizar la seguridad jurídica ante procedimientos 
administrativos o judiciales en los que se declara la ilegalidad de licencias urbanísticas 
previamente concedidas, aspecto éste ampliamente demandado por el sector inmobiliario y 
los ciudadanos en general, y de manera especial por los extranjeros que compran viviendas 
en España. 
Cuando se inicie un expediente por ilegalidad de la licencia, ésta no podrá afectar a tercero 
si no consta la iniciación del procedimiento en el Registro, mediante anotación preventiva. 
Por otro lado, se declarará expresamente que las escrituras otorgadas en otros países 
comunitarios ante notarios comunitarios son inscribibles en España  -siguiendo lo que dice 
ya admite la jurisprudencia-  y que, además, tales notarios podrán pedir de los registros 
españoles la información continuada en los mismos términos que los españoles.


